MENSAJE DE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBA EL CONVENIO Nº 87, DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO SOBRE LIBERTAD SINDICAL Y LA PROTECCION DEL DERECHO A SINDICACION.
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A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Honorable Cámara de Diputados:





	El Supremo Gobierno ha decidido someter a la aprobación del H. Congreso Nacional el Convenio Nº 87 sobre Libertad Sindical y la Protección del Derecho a Sindicación.





	El citado Convenio fue aprobado por la Conferencia Internacional del Trabajo congregada en San Francisco en 1948; al 31 de diciembre de 1996 había sido ratificado por 119 países, entre ellos, todos los sudamericanos excepto Brasil y Chile.





	Tiene este Convenio una particular trascendencia por su contenido en sí, toda vez que a raíz del acuerdo suscrito en 1950 entre el Consejo Económico Social de las Naciones Unidas y la Organización Internacional del Trabajo se estableció un procedimiento especial para tutelar la libertad sindical.  Al respecto se sostuvo que ésta debe ser respetada como un principio esencial de la Organización Internacional del Trabajo que obliga a los Estados Miembros de la OIT, aún cuando no hubiesen ratificado este Convenio.





		"Más allá de la labor normativa de la OIT -expresa una de sus publicaciones-, que por sí sola muestra hasta qué punto la libertad sindical es vital para la Organización, debe ponerse de relieve en este sentido que, como resultado de negociaciones y acuerdos entre el Consejo de Administración de la OIT y el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, se creó en 1950- 1951 un procedimiento especial para la protección de la Libertad Sindical que complementa los procedimientos generales de control de aplicación de normas de la OIT, y que está a cargo de dos órganos: La Comisión de Investigación y Conciliación en materia de Libertad Sindical y el Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT" ("La Libertad Sindical, Ginebra 1996, pág. 1).





		Desde otro punto de vista, existe el interés de parte de la Organización Internacional del Trabajo que los Estados Miembros ratifiquen todos los Convenios cuyos contenidos se relacionan con los derechos humanos.





		Tales Convenios son el Nº 29, sobre el Trabajo Forzoso; el Nº 87, sobre Libertad Sindical y la Protección del Derecho de Sindicación; el Nº 98, sobre el Derecho Sindicación y de Negociación Colectiva; el Nº 100 sobre Igualdad de Remuneraciones; el Nº 105, sobre Abolición del Trabajo Forzoso; el Nº 111, sobre Discriminación (Empleo y Ocupación); y el Nº 138 sobre la Edad Mínima.





		De los citados Convenios, Chile tiene ratificados sólo los Convenios Nº 29, 100 y 111.





		Debe agregarse que también desde el punto de vista económico importa la ratificación de este grupo de convenios.  Así, por ejemplo, la Unión Europea programa otorgar derechos preferentes y preferencias adicionales a aquellos países que los han ratificado, y que sus disposiciones internas incorporan sus contenidos y los aplican.





		La legislación chilena, en materia sindical, independientemente de los perfeccionamientos de que pueda ser objeto, se amolda en términos generales a los criterios básicos que fluyen de esta normativa internacional.





		El artículo 1º del Convenio dispone que todo Miembro de la Organización Internacional del Trabajo para el cual esté en vigor el presente Convenio, se obliga a poner en práctica las disposiciones contenidas en sus artículos 2º y siguientes.





		El artículo 2º del Convenio dispone que los trabajadores y los empleadores, sin ninguna distinción y sin autorización previa, tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, con la sola condición de observar los estatutos de las mismas.





		En relación con este artículo del Convenio, debe señalarse que el artículo 212 del Código del Trabajo reconoce a los trabajadores del sector privado y de las empresas del Estado, cualquiera sea su naturaleza jurídica, el derecho de constituir, sin autorización previa, las organizaciones sindicales que estimen convenientes, con la sola condición de sujetarse a la ley y a los estatutos de las mismas.





		Los artículos 221 y siguientes del Código que regulan la constitución de los sindicatos, dan cumplimiento al precepto constitucional contenido en el inciso 2º del Nº 19 del artículo 19 de la Constitución, en cuanto señala que las organizaciones sindicales gozarán de personalidad jurídica por el sólo hecho de registrar sus estatutos y actas constitutivas. Con ello dan cumplimiento también al señalado precepto del instrumento internacional.  El inciso segundo del artículo 222 del Código dispone que "el registro de las actas y estatutos se entenderá practicado y el sindicato adquirirá personalidad jurídica desde el momento del depósito a que se refiere el inciso anterior".





		El derecho de organización para los funcionarios del sector público se encuentra regulado en la Ley Nº 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado, cuya normativa es idéntica a la prevista para los dependientes del sector privado regidos por el Código del Trabajo.





		El derecho de sindicalización para los trabajadores independientes se encuentra reconocido en el propio Código del Trabajo, el que en la letra c) del artículo 216, reconoce a los sindicatos de trabajadores independientes como "aquel que agrupa a trabajadores que no dependen de empleador alguno", cuya personalidad jurídica se adquiere también en conformidad a los citados artículos 221 y siguientes del Código del Trabajo.





		Por último, el derecho de organización o agremiación de los empleadores se encuentra regulado en el Decreto Ley Nº 2.757, de 1979, sobre Asociaciones Gremiales, conforme al cual éstas adquieren personalidad jurídica por el sólo ministerio de la ley por la publicación en el Diario Oficial de un extracto del acta constitutiva, previamente depositada en el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.





		En virtud de la señalada normativa, el derecho de constituir la organización que estimen conveniente se cumple en relación con los empleadores, sin que obste a ello la distinta denominación pues el artículo 10 del mismo Convenio Nº 87 dispone: "En el presente Convenio el término "organización" significa toda organización de trabajadores o de empleadores que tenga por objeto fomentar y defender los intereses de los trabajadores o de los empleadores".





		El artículo 3º del Convenio dispone: "Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de redactar sus estatutos y reglamentos administrativos, el de elegir libremente a sus representantes, el de organizar su administración y el de formular su programa de acción.".





		Luego agrega que: "Las autoridades públicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar a este derecho o a entorpecer su ejercicio legal".





		Se refiere este precepto del instrumento internacional a la autonomía de las organizaciones de trabajadores y de empleadores.





		Los preceptos contenidos en el Libro III del Código del Trabajo, que regula el derecho de sindicación de los trabajadores del sector privado, sean dependientes o independientes; en la Ley Nº 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado; y en el decreto ley Nº 2.757, de 1979, sobre Asociaciones Gremiales, dan satisfactorio cumplimiento al mandato del instrumento internacional en relación con la autonomía de estas organizaciones.





		Por lo demás, el criterio de nuestra Constitución es enfático en que la ley debe respetar la autonomía sindical, lo que expresamente ordena el constituyente en el inciso 3º del Nº 19 del artículo 19 de la Constitución al disponer que "la ley contemplará los mecanismos que aseguren la autonomía de estas organizaciones".





		El artículo 4º del Convenio dispone: "Las organizaciones de trabajadores y de empleadores no están sujetas a disolución o suspensión por vía administrativa.





		Al respecto debe señalarse que el artículo 296 del Código del Trabajo establece que la disolución de un sindicato, federación o confederación, deberá ser decretada por el Juez de Letras del Trabajo de la jurisdicción en que tenga su domicilio la organización sindical. Similar precepto se contiene en el artículo 62 de la Ley Nº 19.296 sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado.





		Las causales de disolución de un sindicato están señaladas en el artículo 295 del Código del Trabajo y son: acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de sus afiliados, en asamblea extraordinaria especial; incurrir en alguna de las causales de disolución previstas en sus estatutos; incumplimiento graves de las obligaciones legales o reglamentarias; el haber disminuido los socios a un número inferior al requerido para su constitución durante un lapso de seis meses, salvo que en ese período modificaren sus estatutos, adecúandolos a los que deben regir para una organización de un número inferior, si fuere procedente, por haber estado en receso durante un período superior a un año; y por el sólo hecho de extinguirse la empresa, en un sindicato de empresa.





		Análogas causales de disolución contempla el artículo 61 de la Ley Nº 19.296, sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado.





		La cancelación de la personería jurídica de una asociación gremial puede ser decretada por el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de cuya resolución puede reclamarse ante un Ministro de Corte, conforme al procedimiento señalado en el artículo 38 del Decreto Ley Nº 2.757, de 1979.





		Las causales de disolución de una asociación gremial, están señaladas en el artículo 18 del DL. Nº 2.757 de 1979.  Son el incumplimiento de depositar las actas y estatutos dentro del plazo de 60 días de efectuada la asamblea constitutiva; el haber disminuido los socios a un número inferior al requerido para su constitución, durante un lapso de 6 meses; por incumplimiento grave de las obligaciones legales, reglamentarias o estatutarias; cuando hubiere estado en receso durante un período superior a un año; y, por lo que establezcan los estatutos.





		En la señalada facultad que tiene el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, media un distanciamiento puntual del instrumento internacional, en relación con la cancelación de la personería jurídica de una asociación gremial, que ameritará la necesidad de modificar, en esta materia, la normativa interna lo que aparece de secundaria importancia dentro del contexto general.





		El artículo 5º del Convenio dispone: "Las organizaciones de trabajadores y de empleadores tienen el derecho de constituir federaciones y confederaciones, así como el de afiliarse a las mismas, y toda organización, federación y confederación tiene el derecho de afiliarse a organizaciones internacionales de trabajadores y de empleadores".





		El derecho de constituir federaciones y confederaciones se encuentra regulado en el artículo 213 y 266 y siguientes del Código del Trabajo respecto de los trabajadores del sector privado; en los artículos 1 y 49 y siguientes, la Ley Nº 19.296 respecto de los funcionarios de la Administración del Estado y en el decreto ley Nº 2.757, de 1979, respecto de las asociaciones gremiales.





		Los siguientes artículos del Instrumento Internacional son complementarios de las doctrinas sustentadas por los primeros ya analizados.





		El artículo 6 establece que las disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 del Convenio se aplican a las federaciones y confederaciones de organizaciones de trabajadores y de empleadores.





		El artículo 7º agrega que la adquisición de la personalidad jurídica por las organizaciones de trabajadores y empleadores, sus federaciones y confederaciones no puede estar sujeta a condiciones cuya naturaleza límite la aplicación de las disposiciones de los artículos 2, 3 y 4 del Convenio.





		El artículo 8 dispone que al ejercer los derechos que se le reconocen en el Convenio, los trabajadores, los empleadores y sus organizaciones respectivas están obligados, lo mismo que las demás personas o las colectividades organizadas, a respetar la legalidad; y que la legislación nacional no menoscabará ni será aplicada de suerte que menoscabe las garantías previstas en el Convenio.





		Por último, el artículo 9 en su Nº 1 expresa: "La legislación nacional deberá determinar hasta que punto se aplicarán a las Fuerzas Armadas y a la Policía las garantías previstas por el presente Convenio".





		La legislación interna chilena, no regula un derecho de asociación de los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía en su calidad de tales.  Las normas a que se ha hecho referencia regulan este derecho en relación con  los trabajadores de los sectores privado y público, civil, y de los empleadores.





		Desde el punto de vista de nuestra normativa interna y atendido lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 1º de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, las Fuerzas Armadas y las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública son parte e integran la Administración del Estado.  Pero el inciso segundo del artículo 1º de la ya citada Ley Nº 19.296 sobre Asociaciones de Funcionarios de la Administración del Estado, excluye de su campo de aplicación a "las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública", con lo cual al personal que las integra no se les aplica ninguno de los preceptos analizados que regulan el derecho de agremiación o sindicalización, lo cual se encuentra acorde con el contenido del instrumento internacional que admite esta exclusión.








		En mérito de lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente























P R O Y E C T O  D E  A C U E R D O:











"ARTICULO UNICO.-	Apruébase el Convenio Nº 87 relativo a la "Libertad Sindical y a la Protección del Derecho de Sindicación" adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, congregada en San Francisco en su trigésima primera reunión el 17 de junio de 1948 y adoptado el 9 de julio de 1948.".





Dios guarde a V.E.,




















		EDUARDO FREI RUIZ-TAGLE


		Presidente de la República











	JORGE ARRATE MAC NIVEN


	Ministro del Trabajo


	y Previsión Social











		MARIA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA


		Ministra de Relaciones Exteriores (s)
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